El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO / POR DEFICIENTE O INADECUADA VALORACIÓN PROBATORIA / EN PROCESO DE RESTITUCIÓN DE INMUEBLE ARRENDADO.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
Como lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional, la facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión y concretamente, respecto al defecto fáctico como vicio que puede generar vía de hecho frente a decisiones judiciales, ha dicho:

“De conformidad con la jurisprudencia constitucional, precisada en la sentencia de unificación SU-195 de 2012, el defecto fáctico “tiene lugar siempre que resulte evidente que el apoyo probatorio en que se fundamentó el juez para resolver un caso es absolutamente inadecuado…”.
De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce en su dimensión omisiva, cuando sin razón justificada el juez se niega valorar las pruebas que obran en el proceso o a dar por probado un hecho que aparece claramente en el proceso; en la dimensión positiva, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera errada o las valora a pesar de ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas. Pero además, el error en la apreciación probatoria debe tener incidencia en la vigencia y eficacia de los derechos fundamentales, sin que puedan considerarse  tales, las meras diferencias que puedan surgir de su valoración; debe también ser ostensible y tener incidencia directa en la providencia que estima el actor, lesiona aquellos derechos.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio diecisiete (17) de dos mil diecinueve (2019)  


Acta No. 310 del 17 de julio de 2019


Expediente No. 66001-31-03-004-2019-00037-02
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el señor Mario Lisandro Casanova Eraso frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el 13 de mayo último, en la acción de tutela por él instaurada contra el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Carlos Humberto Jurado Torres, Constanza Henao Robledo, Maritza Orobio Cortés, Gloria Patricia Hincapié Carmona, Jorge Hernando Cardona Sánchez, Luz Elena Quintero Bedoya y Edwin Angulo Rivera.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En su contra se promovió proceso verbal de restitución del inmueble arrendado, ubicado en la carrera 8º No. 31-11 de esta ciudad y en el que actualmente vive y funciona el establecimiento de comercio denominado Restaurante-Cevichería Pescados & Mariscos, con matrícula No. 14848002 del 21 de octubre de 2005, propiedad de su familia. Como prueba del contrato se aportaron dos declaraciones rendidas extrajudicialmente en la Notaría Cuarta de Pereira.
1.2 En su defensa alegó que no se encontraba en mora en el pago de la renta y aportó los recibos de pago respectivos, los cuales acreditan que los cánones siempre fueron cancelados de conformidad con el valor, plazo, término y lugar pactados para ese efecto. Explicó que algunos fueron enviados por correo certificado y cobrados por el abogado Jorge Hernando Cardona, autorizado para recibirlos; otros, remitidos en las mismas condiciones, no fueron cobrados por él, pues trató de darle aviso por el mismo medio, pero le fueron devueltos por la causal “no Reside/Cambio de Domicilio”; ante esta situación, lo llamaba para que recogiera el valor de los arrendamientos, pero no le contestaba; lo mismo sucedía con los correos electrónicos que le enviaba. Considera que se le tendió una trampa y que la mala fe resultó prohijada.
1.3 La prueba no fue valorada objetivamente; se le aplicó la ley 820 de 2003 que rige la vivienda urbana a pesar de que el inmueble tiene destinación comercial de manera principal y en las declaraciones extrajuicio que se aportaron como prueba del contrato se hace alusión a inmueble de aquella naturaleza.

1.4 Se desconocieron las normas del Código de Comercio que autorizan la renovación del contrato de arrendamiento; consagran las únicas tres causales para la restitución de un inmueble que por más de dos años ha estado destinado a local comercial y no exclusivamente a vivienda urbana y no se hizo el desahucio por el propietario como lo ordena el artículo 520 del mismo código.

1.5 Solicitó se aclarara la sentencia porque aunque en ella se dijo que no hay duda alguna de que el inmueble está destinado a vivienda y a establecimiento de comercio, no se pronunció sobre esta última calidad, sin que la venta del inmueble sea causal para dar por terminado el contrato de arrendamiento.

1.6 Siempre atacó el supuesto contrato de arrendamiento de vivienda urbana a seis meses, el que debe tenerse por no escrito.
1.7 La acción de amparo es procedente ya que el proceso es de única instancia y por ello, ese fallo no admite recurso alguno; se cumple el presupuesto de la inmediatez y la irregularidad, que se identificó de manera clara, incide de manera directa en la lesión a sus garantías procesales.
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso. Para su protección, solicita se revoque y se deje sin efectos la sentencia dictada en el proceso en el que encuentra lesionados sus derechos.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1. Por auto del 18 de febrero pasado se admitió la demanda y se ordenó la vinculación de los señores Carlos Humberto Jurado Torres, Constanza Henao Robledo, Maritza Orobio Cortés, Gloria Patricia Hincapié Carmona, Jorge Hernando Cardona Sánchez, Luz Elena Quintero Bedoya y Edwin Angulo Rivera.

2. En el curso de la primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 El titular del juzgado accionado señaló que con sustento en los mismos hechos y pretensiones ya se había invocado otra acción de tutela, la que fue decidida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de esta ciudad; también, que lo que en últimas pretende el actor es entorpecer la entrega del inmueble, ya ordenada en el proceso ordinario.

2.2 El señor Carlos Humberto Jurado Torres refirió que: a) el accionante, por intermedio de su esposa, ya había acudido a la acción de amparo para reprochar la actuación desplegada en el proceso de restitución de inmueble; b) este asunto ordinario se adelantó de conformidad con las normas procesales que regulan la materia y en el fallo que lo definió no se vulneraron los derechos del demandante ni de algún miembro de su familia; c) el arrendamiento fue de vivienda urbana y no local comercial “el señor Lisandro se metió en el inmueble a la brava, y ha hecho en el (sic) lo que ha querido”; d) lo que pretende el actor es revivir un trámite legalmente culminado e impedir la ejecución de la sentencia; e) el demandante incumplió su obligación de dar aviso al arrendador sobre la consignación realizada; f) en el proceso no se debatió lo relativo a la destinación del bien, máxime que fue el arrendatario quien convirtió la vivienda en un restaurante y pagó el incremento anual determinado para vivienda urbana. De todas formas la obligación en el pago del canon es la misma independientemente de la destinación del bien y g) este inmueble se encuentra en deterioro y no ha sido posible su mantenimiento debido a las maniobras dilatorias del actor.
2.3 La señora Maritza Orobio Cortés se pronunció para coadyuvar los hechos y pretensiones de la demanda constitucional. 

2.4 El señor Jorge Hernando Cardona Sánchez indicó que el amparo es improcedente ya que no es cierto que junto con Carlos Humberto Jurado Torres hayan utilizado artimañas para hacer incurrir en error al demandante respecto del pago de los cánones de arrendamiento, máxime cuando él mismo le informó al actor de que no era el encargado de recoger eso pagos, pues el inmueble cambió de propietario, razón por lo cual no recibió los depósitos realizados a su nombre.

2.5 Los demás vinculados guardaron silencio.

3. La sentencia proferida por el juzgado de conocimiento, el 1º de marzo, fue declarada nula por esta Sala mediante auto del 23 de abril, en razón a que se omitió notificar en debida forma a la señora Luz Elena Quintero Bedoya.

5. Luego de rehecha la actuación, se dictó nuevamente fallo en el que la Juez Cuarta Civil del Circuito resolvió negar el amparo invocado. 

Para decidir así, consideró, luego de señalar que en este caso se cumplen los presupuestos generales de procedencia de la acción constitucional, que según la inspección judicial practicada, el nuevo propietario del bien arrendado requirió al actor para que desocupara el inmueble, para lo cual le concedió seis meses; sin embargo aquel incumplió ese término y continuó con el pago de cánones ante el Banco Agrario sin informar al señor Carlos Humberto Jurado Torres, circunstancia que llama la atención, pues el actor manifiesta ser abogado. Esa situación, sumada a la falta de envió de las consignaciones realizadas, configura una cesación del pago. Agregó que en el mencionado proceso se tramitó de conformidad con las normas que regulan el asunto y no se incurrió en los defectos fáctico ni procedimental.   
6. Inconforme con esa decisión el accionante lo impugnó. Argumentó que: a) el funcionario demandado incurrió en defecto fáctico al no decretar de oficio la inspección judicial del bien a restituir, a efecto de verificar que allí funcionaba un establecimiento de comercio y por dejar de valorar los recibos de pago y los correos electrónicos incorporados; b) si las condiciones del contrato no variaron con el cambio de propietario del bien, nunca existió un nuevo contrato verbal y por tanto debían ser los nuevos dueños quienes promovieran el desahucio y no el señor Carlos Humberto Jurado Torres “y menos el comisionado Jorge Cardona”. Solicitó que este punto, que dejó de ser planteado en la demanda, fuera definido en esta instancia o se le autorizara a promover una nueva tutela para debatirlo; c) cuestiona el planteamiento según el cual, ha debido informar de las consignaciones al señor Jurado Torres, cuando nunca supo su dirección ya que siempre tuvo trato “con el comisionado Jorge Cardona”; d) el proceso debió adelantarse bajo las normas del derecho comercial; las pruebas que daban cuenta de la existencia del establecimiento de comercio no fueron valoradas, tal como ocurrió con aquellas que se incorporaron para establecer por qué se procedió a pagar por consignación; e) el arrendador hizo incurrir al juez de conocimiento en error, ya que además de presentar dos declaraciones extrajuicio falsas, “me endilga el pago mal hecho por aportar los originales de pago”; f) contrario a lo afirmado por la juez de primera sede, no pretende dilatar la entrega del bien; g) en ningún momento aceptó que haya omitido poner en conocimiento las consignaciones de los cánones, lo que señaló fue  que no se lo manifestó al propietario, pues no sabía su dirección, sino a su comisionado para que por su intermedio se enterara aquel y h) reitera que nunca pactó contrato verbal de vivienda a seis meses, tal como lo aceptó el demandante en su declaración, ya que lo que ocurrió fue una cesión del contrato de arrendamiento. Además, de las dos personas que rindieron la declaración extrajuicio, solamente compareció a juicio el señor Jorge Humberto Cardona, quien en momento alguno ratificó lo señalado ante notario. 
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a la Sala determinar si en este caso procede la acción de tutela para dejar sin efectos el fallo proferido en el proceso de restitución de inmueble arrendado que se adelanta en contra del actor. De serlo, se establecerá si en esa decisión se vulneró el derecho al debido proceso cuya protección se reclama.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes
.:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes
: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un  supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”. 

4. En este caso se encuentran satisfechos aquellos requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) la sentencia en la que se encuentran vulnerados los derechos se dictó en un proceso de única instancia, frente a la cual no procede recurso alguno; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque aquella providencia se dictó el 7 de diciembre pasado y la presente acción constitucional se instauró el 15 de febrero de este año; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela. 

5. Tal como se infiere de los hechos planteados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, encuentra el demandante la lesión del derecho cuyo amparo solicita, en la sentencia de única instancia proferida por el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, el 7 de diciembre del año anterior, en el proceso sobre restitución de inmueble arrendado que en su contra instauró el señor Carlos Humberto Jurado Torres, porque en ella no se tuvo en cuenta que el bien objeto de las pretensiones, está destinado de manera principal a establecimiento de comercio; porque probó el pago de los cánones de arrendamiento que se dicen adeudados y porque no ha celebrado contrato de arrendamiento con el promotor de esa acción. Estima que entre otros, se incurrió en defecto fáctico.

6. Como lo enseña en su jurisprudencia la Corte Constitucional, la facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión y concretamente, respecto al defecto fáctico como vicio que puede generar vía de hecho frente a decisiones judiciales, ha dicho:

“De conformidad con la jurisprudencia constitucional, precisada en la sentencia de unificación SU-195 de 2012, el defecto fáctico “tiene lugar siempre que resulte evidente que el apoyo probatorio en que se fundamentó el juez para resolver un caso es absolutamente inadecuado
. Para este Tribunal ‘Si bien el juzgador goza de un amplio margen para valorar el material probatorio en el cual ha de fundar su decisión y formar libremente su convencimiento, inspirándose en los principios de la sana crítica […]´
 , dicho poder jamás puede ejercerse de manera arbitraria; su actividad evaluativa probatoria implica, necesariamente, la adopción de criterios objetivos
, no simplemente supuestos por el juez, racionales
, es decir, que ponderen la magnitud y el impacto de cada una de las pruebas allegadas, y rigurosos
, esto es, que materialicen la función de administración de justicia que se les encomienda a los funcionarios judiciales sobre la base de pruebas debidamente recaudadas
.” 
 …


21. Ahora bien, la jurisprudencia de esta Corte ha identificado las siguientes manifestaciones del defecto fáctico: (i) la omisión en el decreto y práctica de pruebas, (ii) la no valoración del acervo probatorio y (iii) la valoración defectuosa del material probatorio...”
 
De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce en su dimensión omisiva, cuando sin razón justificada el juez se niega valorar las pruebas que obran en el proceso o a dar por probado un hecho que aparece claramente en el proceso; en la dimensión positiva, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera errada o las valora a pesar de ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas. Pero además, el error en la apreciación probatoria debe tener incidencia en la vigencia y eficacia de los derechos fundamentales, sin que puedan considerarse  tales, las meras diferencias que puedan surgir de su valoración; debe también ser ostensible y tener incidencia directa en la providencia que estima el actor, lesiona aquellos derechos.

7. En el caso bajo estudio, considera la Sala que el defecto fáctico sí se produjo. En efecto:

El señor Carlos Humberto Jurado Torres, por intermedio de apoderada, instauró demanda contra el señor Mario Lisandro Casanova Eraso para obtener se restituya el inmueble ubicado la carrera 8º No. 31-11 de esta ciudad.

Esa súplica la hizo consistir en que: a) el 13 de octubre de 2016 las partes celebraron contrato verbal de arrendamiento sobre dicho bien, por el término de seis meses y pactaron que el pago de canon sería el día 1º de cada mes; b) el arrendador le comunicó al arrendatario el cambio de propietario del bien y que él sería el encargado de cobrar los cánones, para lo cual le brindó su dirección y número de contacto. En dicha visita fue acompañado del abogado Jorge Hernando Cardona; c) el demandado realizó unas consignaciones a ese último, a pesar de que no tenía poder para recibir ni estaba autorizado para administrar la propiedad; d) en ningún momento el accionado remitió por correo certificado el recibo de la consignación para que el arrendador pudiera cobrar ese desembolso y e) el arrendador adeuda los cánones del 1º de marzo de 2017 al 1º de enero de 2017 (sic)
. 

Como prueba del contrato se aportaron dos declaraciones rendidas extraprocesalmente por los señores Gloria Patricia Hincapié Carmona y Jorge Hernando Cardona Sánchez quienes dieron cuenta de ese contrato en los términos plasmados en la demanda; agregaron que el bien se entregó para ser destinado a vivienda urbana y que los cánones de arrendamiento debían ser pagados en la oficina del arrendador, dirección que citaron
. 

Al dar respuesta a la demanda, desconoció el aquí accionante su calidad de arrendatario del señor Carlos Humberto Jurado Torres. Explicó que llegó a ocupar el inmueble en virtud del contrato verbal que celebró con la anterior propietaria, Gloria Inés Quintero Bedoya, quien luego le informó que había vendido el inmueble y que debía entenderse con el nuevo propietario; pero este, el demandante en restitución, solo lo visitó en una oportunidad, sin que hubiese acordado nada en relación con las condiciones del arriendo. Además, insistió en que el inmueble tiene destinación comercial de manera principal; también a vivienda urbana.

En la sentencia proferida, encontró el juzgado la prueba de la calidad de arrendatario en el demandado, que no se discutía; lo que este negó fue la celebración del contrato con el demandante en los términos plasmados en la demanda y a los que se refirieron los testigos que rindieron declaración de manera extraprocesal para preconstituir la prueba del contrato.  Se dijo en esa providencia:
“En efecto, desde la fijación del litigio se planteó que el debate probatorio se encaminaría en principio a demostrar, en este a quien le incumbe, la existencia del contrato de arrendamiento, y frente a ese tópico el despacho en la audiencia que definió el sentido del fallo dejó sentada la hipótesis según la cual efectivamente, el demandado funge como arrendatario, fruto de ello la existencia plena de los condicionamientos que permiten establecer que ostenta el uso y goce del inmueble objeto de las pretensiones, por lo cual ha pagado y paga actualmente una expensa o canon, no hay dubitación acerca de la identidad del inmueble objeto de este asunto, así como la destinación del mismo en la dualidad de vivienda urbana y establecimiento de comercio; todo el compendio probatorio, incluso el aportado por el mismo legitimado por pasiva demuestran fehacientemente, que el hoy demandado desde hace varios años ostenta la condición de tenedor del bien raíz ubicado en la carrera 8a número 32-11 de esta ciudad, situación que se afirmó lo tenia (sic) para cuando el hoy demandante Carlos Humberto Jurado Torres adquirió el inmueble en el mes de octubre del año 2016; si bien no operó la cesión del contrato entre la tradente y el adquirente, ello no desconfigura la esencia fundamental de la situación del demandado frente al bien. 
De acuerdo a los propios dichos del arrendador y arrendatario, aquel visitó el, y si bien no pudo concertarse los aspectos de fondo del contrato, se entendió que éste seguía en las mismas condiciones, y fue a partir de allí, donde siguió pagando los mismos cánones al representante del arrendador, advertido que solo por seis meses se prorrogaría el contrato, esto es hasta el mes de abril de 2017, a partir de esa fecha desocuparía el inmueble, compromiso adquirido con el abogado Jorge Hernando Cardona...”
En el fallo da por sentado que se trata de un inmueble con la doble destinación a que aludió el arrendatario, distinto a lo que se expresa en las declaraciones rendidas extraprocesalmente como prueba sumaria del contrato, en el que se dijo que era para vivienda urbana. 
Además, dejaron de relacionarse los medios probatorios que acreditaran que el demandado en ese proceso aceptó que la duración del contrato fuera por seis meses, a pesar de que se dice en esa providencia que se entendió que seguiría en las mismas condiciones, pues de ser así las cosas, no podía ser por aquel término, ya que también se consignó que viene ocupando el inmueble hace varios años.

Se expresó además en la providencia cuestionada: “Tachar los dichos de los declarantes ante notario que se refirieron sobre la existencia de un contrato, sería como desdecir de sus propios dichos, cuando admite que a pesar de edificarse el derecho de dominio en cabeza de otra persona, siguió allí en las mismas condiciones.” Esa valoración probatoria no resulta apropiada, pues de un contrato diferente al que considera tiene el demandado, dan cuenta los testigos que declararon para demostrar de manera sumaria su existencia. 

También se expresó: “El contrato como hecho vinculante emerge de las circunstancias externas que manifiestan los comprometidos en el mismo, y tratándose de arrendamiento, tácitamente se dio el acuerdo de voluntades sobre los tópicos viscerales de dicho contrato, pues la venta no relevó a Casanova Erazo de su condición de arrendatario, solo que debía seguirse entendiendo con el comprador; y así se desenvolvió la relación durante seis meses, hasta que se cumplió el plazo que según reza en el expediente fue pactado, esto es, seis meses; de hecho el contrato verbal hace que surjan derechos y obligaciones mutuas. Resulta paradójico e inexplicable que para el demandado, si existió contrato verbal con la promitente compradora hace varios años, pero que no se da el mismo tipo de relación contractual con el nuevo propietario, que lo visitó y fue presentado como tal…”. Se refiere entonces el juzgado a la duración del contrato, diciendo que fue por seis meses, pero de nuevo, deja de señalar cuáles son las pruebas que demuestran que el demandado en restitución haya aceptado ese plazo. De la misma forma, es decir, sin fundamento probatorio alguno, se refiere a un acuerdo tácito sobre los aspectos sustanciales del convenio.

Se lee además: “Del interrogatorio de la parte demandante, y del testimonio del abogado Jorge Hernando Cardona, emerge con fluida claridad que la tenencia del inmueble no era indefinida…” sin que hubiese expresado el fallo de qué forma, o frente a cuáles de las manifestaciones de esas personas se encuentra probado el hecho a que alude.

La demanda, como se dijo en otro aparte de esta providencia se fundamentó en la mora en el pago de los cánones de arrendamiento. El demandado alegó que hizo el pago de algunos de ellos al abogado Jorge Hernando Cardona Sánchez, a quien el demandante había autorizado para recibirlos; que se negó a hacerlo respecto de algunos de ellos; le envió comunicaciones sobre las consignaciones realizadas en el Banco Agrario, las que le fueron devueltas del correo porque no residía en el lugar y en esas condiciones, se lo informaba a su correo electrónico.

Con la respuesta a la demanda, aportó, entre otros, los siguientes documentos: a) cuatro recibos de pago de canon de arrendamiento suscritos por el señor Jorge Hernando Cardona
; b) un recibo en el cual solo aparece el nombre del arrendatario
; c) nueve consignaciones por arrendamiento realizadas por Mario Lisandro Casanova Eraso a nombre del señor Jorge Hernando Cardona Sánchez
; d) comunicaciones remitidas por correo certificado en la que el aquí accionante le informa al señor Cardona Sánchez que ante la negativa de recibir los pagos de los cánones procedería a realizar el pago por consignación
 y e) correos electrónicos remitidos por el arrendatario al citado señor para informarle del pago realizado por consignación por los meses de junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de 2017 y enero, febrero y marzo de 2018
.

En la sentencia, al analizar lo relacionado con el pago alegado, consideró el juzgado que debía demostrarlo el demandado, lo que no logró porque los que realizó no se ajustan a las previsiones del artículo 10 de la ley 820 de 2003.  Al respecto se dijo:
“De acuerdo a lo vertido en autos entre los meses de octubre de 2016 y abril de 2017 se hizo extensivo el contrato, y a partir de esa fecha ya fungía como propietario el demandante Carlos Humberto Jurado Torres; se adujo en la demanda instaurada en enero de 2018 que el arrendatario desde marzo 1 de 2017 hasta diciembre de 2017 incurrió en mora en el pago de los cánones, y en la contestación se gestó la réplica, señalando el demandado que varios cánones fueron entregados al abogado Jorge Hernando, y otros tantos fueron remitidos a este con resultados negativos, lo que motivó que fueran devueltos, y finalmente aportados en la contestación (fls. 47 al 50), lo que ratifica que no existió el pago; pues tratándose del pago extrajudicial por consignación debe acatar plenamente la previsión legal, en caso contrario el pago quedó mal hecho, y no tendría los efectos extintivos frente a la obligación; generándose de contera la mora creditoria, en la cual se fundamenta la pretendida restitución.

Desde que se inició el acuerdo contractual con el nuevo propietario y frente al antiguo arrendatario, se había establecido que estaba pendiente el acuerdo para la entrega del inmueble por cambio de propietario, así reza textualmente en uno de los recibos que porto el propio demandado; es decir que Casanova Erazo estaba avisado, sabía que lo que se venía era la entrega del inmueble, y que en tales condiciones, si bien debía seguir pagando los cánones que se fueran causando hasta que dicha entrega se materializara, la forma como se cumplió aquella obligación deja al margen la posibilidad de establecer que el pago quedó bien hecho, y es claro que ante la impedimento de exigir imposibles el demandado bien pudo atender las previsiones del pago por consignación de los cánones en los términos de ley…”
Después de transcribir apartes de la sentencia C-670 de 2004, concluyó el juzgado:
“En consecuencia, si el pago dispuesto por el arrendatario no se allana a cumplir fehacientemente las previsiones normativas que dispensa el precedente interpretativo constitucional, necesariamente hay que concluir que pago discutido en autos se realizó por fuera de esos márgenes, y no admite justificación alguna; y si parta las fechas en que intento hacer los pagos no fueron estos recepcionados por el apoderado o representante del propietario, es claro admitir que para entonces ya sabía Casanova Erazo que el inmueble lo debía restituir por decisión del arrendador, y así se le hizo saber según escrito de fecha 6 de febrero de 2017 (fl. 60) aportado por el propio demandado, documento en el cual se la insta a que desocupe el inmueble para el día 30 de marzo del mismo año y de lo cual tenía conocimiento desde el 3 de noviembre ibídem.

Valor especial otorga el despacho a la declaración que rindió el profesional del derecho Jorge Hernando Cardona Sánchez, quien fue artífice e intermediario entre el arrendatario y el nuevo propietario, fue la persona que se contactó con aquel, recibió varios meses de los cánones, y a partir de las instrucciones dadas por el propietario decidió no recibir más pagos, ante el advenimiento del finiquito del contrato.”

Surge de esas exposiciones que tampoco valoró el juzgado las pruebas aportadas por el demandado para acreditar el pago de la renta y aunque dijo que los desembolsos realizados por él no se ajustan a las previsiones del artículo 10 de la ley 820 de 2003, tampoco expresó cuáles incumplió; además adujo que su incumplimiento no admite justificación alguna, sin explicar jurídicamente ese aserto, ni analizar los argumentos planteados por el aquí demandante, respecto a que se le puso en incapacidad de pagar la renta, e insiste en que desconoció el inquilino que debía entregar el inmueble el 30 de marzo de 2017. 

Tampoco valoró en su integridad el testimonio del abogado Jorge Hernando Cardona Sánchez, a quien se refiere el juzgado como persona autorizada para recibir el pago de la renta, como en efecto lo hizo durante algunos meses, sin mencionar para nada que en la declaración por él rendida, dijo también que se negó a continuar haciéndolo porque había vencido el plazo otorgado para que hiciera entrega del inmueble, ni que en la demanda se le desconoció esa calidad.
De esa manera, se concluye que fue desacertada la valoración probatoria que hizo el funcionario demandado, pues no se realizó una elucubración que pusiera en evidencia, de manera expresa, clara e indudable, los argumentos y razonamientos de tipo jurídico que le permitieron concluir que estaba demostrado el contrato de arrendamiento en que se fundamentaron las súplicas de la demanda y que el demandado incurrió en mora en el pago.
Se produjo entonces un defecto fáctico que justifica conceder el amparo constitucional porque quien acude a la administración de justicia en procura de obtener la definición de un conflicto, tiene derecho a exigir que las pruebas que sirven de sustento a la decisión contengan un justo y razonado análisis por parte del juez, como garantía del derecho al debido proceso y a la defensa.

Además, considera la Sala que incurrió en defecto por falta de motivación, respecto de la cual ha dicho la Corte Constitucional:
“La jurisprudencia constitucional, a partir de las sentencias T-949 de 2003 y C-590 de 2005, estableció la falta de motivación de las decisiones judiciales, entendiendo aquella como la ausencia de sustento argumentativo o la irrelevancia de las consideraciones aplicadas para dirimir la controversia, como un criterio específico autónomo de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

 

Desde muy temprano en la doctrina constitucional sobre la materia, esta Corporación ha recalcado de manera enfática la necesidad de sustentar los argumentos que llevan al juez a adoptar una decisión. En efecto, en la sentencia C-037 de 1996, analizando la constitucionalidad del artículo 55 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, la Corte sostuvo:

 
“no cabe duda que la más trascendental de las atribuciones asignadas al juez y la que constituye la esencia misma del deber constitucional de administrar justicia, es la de resolver, con imparcialidad, en forma oportuna, efectiva y definitiva los asuntos que los sujetos procesales someten a su consideración (Art. 228 C.P.). Para ello, es indispensable, como acertadamente se dice al inicio de la disposición que se revisa, que sean analizados todos los hechos y asuntos planteados dentro del debate judicial e, inclusive, que se expliquen en forma diáfana, juiciosa y debidamente sustentada, las razones que llevaron al juez para desechar o para aprobar los cargos que fundamenten el caso en concreto”.
(Subrayado fuera de texto)
 

En similar sentido, tratándose de asuntos de naturaleza civil, la Corte ha señalado reiteradamente – fundamentada en el principio de congruencia contenido en el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil – que la falta de resolución sobre las pretensiones o excepciones formuladas al interior de un proceso puede derivar en el desconocimiento del derecho al debido proceso, siempre y cuando tal omisión resulte en la imposibilidad de ejercer, de manera real y efectiva, el derecho de defensa….

Igualmente, en la sentencia T-069 de 1999, la Corte protegió el derecho fundamental al debido proceso de una persona que había sido sancionada disciplinariamente sin que mediara decisión de fondo respecto de los argumentos de defensa que había formulado en el recurso de apelación…

Ahora bien, la Corte ha sostenido que la comprobación de la ausencia de motivación de las decisiones judiciales está estrechamente ligada a las materias alegadas, los hechos y la complejidad del asunto. De esa forma, mientras que en algunos casos unas breves consideraciones bastarán para dirimirlo; en otros es indispensable que el juez argumente de manera exhaustiva la decisión que va a adoptar. En consecuencia, siempre habrá de emitirse pronunciamiento sobre los asuntos entorno de los cuales gira la controversia y si es del caso, aducir la razón jurídica por la cual el fallador se abstendrá de tratar alguno de los puntos sometidos a su consideración…

De conformidad con la jurisprudencia constitucional antes reseñada, una autoridad judicial incurre en una decisión sin motivación y, por consiguiente, desconoce el derecho fundamental al debido proceso de una persona, cuando la providencia judicial (i) no da cuenta de los hechos y los argumentos traídos por los sujetos vinculados al proceso, particularmente cuando resultan esenciales para el sentido de la decisión (ii) no justifica el motivo por el cual se abstiene de pronunciarse sobre ciertos temas o (iii) los despacha de manera insuficiente, bajo consideraciones retóricas o en conjeturas carentes de sustento probatorio o jurídico alguno…” 

En el asunto bajo estudio dejó de analizar el juzgado los argumentos de defensa a que acudió el demandado para justificar porque realizó el pago en la forma como lo planteó al dar respuesta al libelo y así se quedó sin conocer las razones por las que no resultaban válidas.
Además, porque dice textualmente la sentencia: “Para concluir el análisis respecto de la actividad comercial que se desarrolla en el inmueble, ese aspecto jamás fue objeto de discusiones o planteamientos jurídicos, ni en la demanda y menos aún en la contestación, de suerte que las incidencias sustanciales que en el evento litigioso hayan tenido las pautas que regulan este tipo de convenciones tiene el código de comercio”.  Contrario a esa manifestación, eso fue precisamente lo que discutió el demandado al dar respuesta al libelo: que el inmueble estaba destinado a local comercial y que por tanto, debían aplicarse las normas contenidas en esa codificación, aspecto que tampoco se analizó.
8. Con lo anterior no se quiere significar que el aquí demandante haya demostrado los hechos en que fundamento su defensa, asunto sobre el que no puede pronunciarse la Sala en razón a la independencia con que cuentan los jueces para adoptar sus decisiones. Lo que se quiere poner en evidencia es que el promotor de la tutela se quedó sin saber cuáles son las pruebas que demuestran la existencia del contrato de arrendamiento en los términos planteados en la demanda; si las que el aportó acreditan el pago de la renta y qué incidencia tiene en el proceso la situación por él planteada en relación a la imposibilidad en que se le puso de cumplir con el pago de los cánones de arrendamiento.
Los defectos anotados constituyen vía de hecho que vulneran de manera flagrante el derecho a un debido proceso consagrado como fundamental en el artículo 29 de la Constitución Política y justifican la intervención del juez constitucional en aras de brindar protección a la parte que sufrió el agravio. 
9. En consecuencia, se revocará el fallo impugnado. En su lugar, se concederá el amparo solicitado y para proteger el derecho al debido proceso se dejará sin efecto la sentencia proferida el 7 de diciembre de 2018, en el proceso sobre restitución de inmueble arrendado instaurado por Carlos Humberto Jurado Torres contra Mario Lisandro Casanova Eraso y se ordenará al funcionario demandado que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte una nueva en la que proceda a valorar íntegramente las pruebas oportunamente aportadas y los argumentos planteados por las partes.

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local, el 13 de mayo pasado, en la acción de tutela promovida por el señor Mario Lisandro Casanova Eraso contra el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Carlos Humberto Jurado Torres, Constanza Henao Robledo, Maritza Orobio Cortés, Gloria Patricia Hincapié Carmona, Jorge Hernando Cardona Sánchez, Luz Elena Quintero Bedoya y Edwin Angulo Rivera.

SEGUNDO: CONCEDER el amparo solicitado para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante. 
TERCERO: Se deja sin efecto el fallo dictado el 7 de diciembre de 2018, en el proceso sobre restitución de inmueble arrendado, instaurado por Carlos Humberto Jurado Torres contra Mario Lisandro Casanova Eraso y se ordena al funcionario demandado que dentro de los diez días siguientes a la notificación de esta providencia, dicte uno nuevo en el que proceda a valorar íntegramente las pruebas oportunamente aportadas y los argumentos planteados por los contendientes.
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

QUINTO: Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase
Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA
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